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● Abogados y procuradores se rebelan contra la decisión del CGPJ de entregar al fisco

información sobre todas las causas en las que han intervenido entre los años 2014 y 2016

H
ACIENDA somos todos,
incluidos los abogados
y procuradores. La
Agencia Tributaria ha

situado en su punto de mira a es-
tos colectivos profesionales, des-
pués de que haya solicitado al
Consejo General del Poder Judi-
cial (CGPJ), y se haya autorizado
por el máximo órgano de gobier-
no de los jueces, la cesión al de-
partamento de Inspección Finan-
ciera y Tributaria
de la Agencia Esta-
tal de la Adminis-
tración Tributaria
de la información
relativa a la partici-
pación de abogados
y procuradores en
“todos los procedi-
mientos judiciales
durante los años
2014, 2015 y 2016”.
Se trata de una me-
dida indiscrimina-
da que afecta a casi
23 millones de
asuntos judiciales
en los que han in-
tervenido los más
de 100.000 aboga-
dos y 10.000 procu-
radores que hay en
España.

La medida no ha
sentado nada bien
entre los profesio-
nales, cuyos cole-
gios ya se han puesto a trabajar
para recurrir la cesión de estos
datos. Abogados y procuradores
coinciden en que se siembran im-
portantes sombras de dudas y
sospechas de fraude fiscal sobre
ambos colectivos.

Lo cierto es que tienen razón,
en parte, porque esta actuación
tributaria sitúa bajo sospecha a
todo el colectivo. Pedir todas las
intervenciones en los tribunales
de los abogados y procuradores
de toda España y de los últimos
tres años, supone someter a una
inspección a todos estos profesio-
nales, hayan dado o no motivos a
Hacienda para iniciar esa actua-
ción inspectora ante un posible
fraude. Otra cosa es que la Admi-
nistración, en el ejercicio de sus
competencias, pueda inspeccio-
nar a ambos colectivos, como
ocurre con el resto de los trabaja-
dores y cotizantes.

El decano de los abogados de
Sevilla y uno de los vicepresiden-
tes del Consejo General de la Abo-
gacía Española, José Joaquín Ga-
llardo, considera que la solicitud
por la Agencia Tributaria de toda
la información judicial de los úl-

timos tres años es “manifiesta-
mente ilegal, por ser una solicitud
de información de carácter masi-
vo e indiscriminado”. Para Gallar-
do, no existe motivación que pue-
da justificar esa solicitud general,
pues “sólo se puede requerir esa
información cuando existan ra-
zones que la justifiquen respecto
de concretos administrados”.

Además, el decano explica que
así lo han declarado ya algunos

Tribunales económico-adminis-
trativos en supuestos de “infor-
mación masiva” solicitadas por la
AEAT a Colegios de Abogados, y
recuerda que el Consejo General
de la Abogacía Española ya ha
acordado recurrir ante el Tribu-
nal Supremo la decisión de auto-
rizar la cesión de toda esa infor-
mación a la Agencia Tributaria y

pedirá la suspensión de la efecti-
vidad de la autorización.

“Es jurídica y políticamente
inadmisible que se señale a todo
el colectivo profesional de la
Abogacía española, compuesto
por más de 100.000 letrados, co-
mo sospechoso de incumplir la
legalidad fiscal y de ser defrau-
dadores”, asevera José Joaquín
Gallardo.

En la misma línea se pronuncia

la decana de los procuradores de
Sevilla, Isabel Escartín, quien se-
ñala que la decisión del CGPJ su-
pone situar a dichos profesiona-
les “bajo una sospecha generali-
zada y desmedida como defrau-
dadores fiscales en ningún caso
ajustada a la realidad, al atender
los procuradores el cumplimien-
to de las obligaciones tributarias
legalmente establecidas”.

Los profesionales de la procu-

ra, prosigue Escartín, “colaboran
con el fisco español y no resulta
justificado” lo que aparentemen-
te se expresa como una acusación
de incumplimiento en general. El
acuerdo permite requerimientos
avalándolos de manera que se
realicen “careciendo de motiva-
ción suficiente” y sin la concre-
ción exigida legalmente en otros
supuestos semejantes de solici-
tud de información, como lo han
sido a colegios profesionales, se-
gún las propias resoluciones de
los tribunales económicos admi-
nistrativos que los han resuelto
en estos casos.

El Consejo General de Procu-
radores de España también estu-
dia la presentación de un recur-
so y la solicitud de suspensión
cautelar de la aplicación del cita-
do acuerdo.

El conflicto se inició con la re-
solución del pasado 20 de julio
de la Comisión Permanente del
CGPJ, que decidió informar favo-
rablemente a la petición de infor-
mación de la Agencia Tributaria,
en virtud de un informe del gabi-
nete técnico de junio de este mis-
mo año. El acuerdo del Consejo

se ha comunicado al presidente
de la Audiencia Nacional y de los
tribunales superiores de Justicia
para su “conocimiento y difusión
entre los órganos judiciales” pa-
ra que, “en atención a lo pedido
por la AEAT, decidan sobre este
requerimiento a la luz de las con-
sideraciones recogidas” en el in-
forme del gabinete técnico, en su
condición de responsables de los
ficheros jurisdiccionales.

El acuerdo se ha notificado
además a los funcionarios de la
Oficina Nacional de Investiga-
ción del Fraude (ONIF) y tam-
bién al Ministerio de Justicia y al
resto de administraciones públi-
cas competentes en la dotación
de medios materiales a la Justi-
cia, en este caso a la Consejería
de Justicia e Interior de la Junta

de Andalucía, que son las encar-
gadas del tratamiento de los da-
tos personales de los ficheros ju-
risdiccionales.

El informe del gabinete técnico
del CGPJ se mostró favorable a la
cesión de la información requeri-
da por el fisco, salvo en un punto
relativo a la “identificación del
cliente” de cada procedimiento
judicial. A este respecto, advier-
te el CGPJ que “a menos que se

acreditase su pertinencia y tras-
cendencia tributaria por la requi-
rente, la cesión de datos solicita-
da sólo debería referirse a los da-
tos identificativos del procedi-
miento (número de autos y tipo
de procedimiento) y de los abo-
gados y procuradores que inter-
vengan en el mismo”. La identifi-
cación del cliente “no parece ser
relevante ni tener trascendencia
tributaria respecto de las actua-

ciones de la Agencia Española de
Protección de Datos (AEPD) que,
según el requerimiento remitido,
se contrae a la participación de
abogados y procuradores en las
actuaciones que tienen enco-
mendadas, sin que se justifique
ni motive en el requerimiento la
necesidad de este dato personal
ni la trascendencia o relevancia
tributaria que pueda tener para
las actuaciones referidas”.

En cambio, sí se facilitarán la
identificación del abogado y pro-
curado, la fecha de inicio de la in-
tervención en cada procedimien-
to y el cese, en su caso así como el
“importe del litigio”, todo ello re-
lativo a los procedimientos de los
últimos tres años.

El informe señala que la cesión
de los datos no requiere el con-
sentimiento del afectado y re-
cuerda la “existencia de un deber
de colaboración con la Adminis-
tración Tributaria, que implica el
deber de comunicación de los da-
tos que revistan trascendencia
tributaria y sean necesarios para
el ejercicio por dicha Administra-
ción de las potestades que la ley
le atribuye”.

Abogados bajo sospecha

Lamedida afecta a 23
millones de asuntos en
los que han intervenido
100.000 letrados

Hacienda había pedido
que se identificara a
los clientes, pero el
CGPJ lo ha rechazado

11/09/2017
Tirada:
Difusión:
Audiencia:

 6.288
 5.252
 15.756

Categoría:
Edición:
Página:

 Andalucía
 Regional
 24

AREA (cm2): 978,1 OCUPACIÓN: 91,0% V.PUB.: 2.256,0€ NOTICIAS DE LA ABOGACÍA | COLEGIOS DE ABOGADOS

EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter


EPRENSA
AutoHighlighter



